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La corrupción extendida es un síntoma de que el Estado está
funcionando mal. Los Estados inefectivos pueden retrasar y diri-
gir erróneamente el desarrollo económico. La ayuda internacio-
nal y las organizaciones prestatarias han comenzado a centrarse
en el control de la corrupción como parte de un replanteamiento
general de su papel en el mundo posterior a la guerra fría. La
creación de estructuras institucionales favorables al desarrollo
económico es una creciente prioridad.

La corrupción acontece por todo el mundo, pero resulta espe-
cialmente preocupante en el caso de los países pobres. Aquellos
que pagan y aquellos que reciben sobornos pueden llegar a ex-
propiar la limitada riqueza de un país, dejando muy poco para
los ciudadanos más pobres. Con la corrupción sistémica, incluso
los países que tienen una importante cantidad de recursos natu-
rales pueden no lograr desarrollarse en una forma que permita la
obtención de beneficios por parte de los ciudadanos normales.
Los países pobres y altamente corruptos se enfrentan a especiales
retos incluso cuando están controlados por dirigentes políticos
con reformas en mente. La reforma de las instituciones públicas
y de las políticas gubernamentales era necesaria, pero la pobreza
de un país limita las opciones disponibles.

Dado que la corrupción se equipara normalmente al mal, a
menudo su sola existencia es causa de preocupación. Sin embar-
go, un economista puede llegar a tal conclusión, sólo tras enten-
der el impacto de la corrupción en la eficiencia y en la equidad
del sistema económico. Si su impacto es benigno, en ese caso los
economistas estarán a favor de una reforma legislativa, dado que
existen costes, tanto psicológicos como financieros, derivados de
etiquetar como ilegal una práctica que de hecho es funcional. Por
tanto, comienzo este trabajo con una visión general de los costes
y las causas de la corrupción, tal y como se han manifestado en
las pruebas empíricas y en la literatura teórica. Paso después a
considerar la diferencia entre la corrupción que se concentra arriba
y la corrupción descentralizada que involucra a muchos pagado-
res y receptores. Con este escenario de fondo, me centro en las

opciones políticas existentes para los países en desarrollo cuyos
líderes están comprometidos con la reforma y se preguntan qué
papel jugará el Banco Mundial en la ayuda a estos esfuerzos.

Costes y causas de la corrupción

Todos los Estados, tanto los Estados benevolentes como los re-
presivos, controlan la distribución de beneficios valiosos y la im-
posiciones de costes onerosos. La distribución de dichos beneficios
y sus costes se encuentra normalmente bajo el control de los agentes
en cuyas manos está el poder discrecional. Los individuos privados
y las compañías que quieren obtener un trato favorable pueden es-
tar dispuestos a pagar a dichos agentes. Pero ¿qué hay de malo en
pagar por aquello que quieres? Esa es, al fin y al cabo, la base del
sistema de mercado. El problema surge del hecho de que el recep-
tor del pago es un agente. El agente es responsable frente a un di-
rector, cuyos objetivos rara vez coinciden con los del «consumidor
pagador». Los burócratas de nivel inferior son agentes de los oficia-
les superiores, los ministros son responsables frente a la coalición
de gobierno, los cargos electos son responsables frente al público
votante, y los jueces responden frente a las normas legales. Los
pagos son corruptos cuando se realizan de forma ilegal a agentes
públicos con vistas a obtener un beneficio o evitar un coste. Estos
pagos no son meras trasnferencias. Afectan al comportamiento
tanto de los pagadores como de los receptores de dichos pagos. Las
sociedades pueden trazar los límites entre los regalos legales y los
pagos ilegales en diferentes puntos, pero a la hora de pensar don-
de deben trazarse dichos límites, uno debe preguntarse si el pago
a los agentes mejora o debilita los objetivos públicos. Un análisis
económico de la corrupción busca determinar las consecuencias
eficientes de la adquisición de beneficios por parte de los agentes
por medio de sobornos.

CORRUPCIÓN POLÍTICA
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Recientes estudios comparativos indican que la existencia de
instituciones gubernamentales y legales fuertes, y los bajos nive-
les de corrupción, tienen efectos beneficiosos en el crecimiento
económico entre otras variables 1. Dado que los índices de co-
rrupción se corresponden mucho con otras medidas de eficiencia
burocrática, tales como el nivel de burocratizados y la calidad de
los jueces, estos estudios no logran distinguir el efecto marginal
que puede tener cualquiera de estas medidas si mantenemos las
demás constantes. Los datos resultan consistentes con la afirma-
ción de que la corrupción es una función del nivel de burocrati-
zación, pero este nivel es en sí mismo en parte una función de la
prevalencia de la corrupción. La corrupción es síntoma de otros
problemas subyacentes más que una variable independiente 2. No
hay región alguna que haya conseguido escapar del impacto ne-
gativo de la corrupción. Por ejemplo, un estudio reciente reveló
que la inversión extranjera directa (IED) se asocia negativamente
con altos índices de corrupción. No había nada especial acerca de
los países del este asiático —también para ellos la corrupción
desincentivaba el IED (WEI, 1997)—. Un segundo estudio reve-
ló que las políticas industriales pueden verse debilitadas por la
corrupción. De nuevo, los países asiáticos no eran una excepción
a esto. (ADES y DI TELLA, 1995).

Para ir más allá de estos hallazgos macroeconómicos, necesi-
tamos aislar los aspectos estructurales que crean incentivos co-
rruptos. Seis amplias categorías que confluyen logran capturar
las situaciones que generan incentivos corruptos.

— Se puede acusar al gobierno de distribuir un beneficio es-
caso a muchos individuos y empresas, utilizando criterios legales
distintos a la voluntad de pagar. Los sobornos dejan el mercado libre.

— Los funcionarios del sector público pueden tener pocos
incentivos para realizar su trabajo , teniendo en cuenta que se les
paga conforme a unas escalas y teniendo en cuenta el nivel de
dirección interna. Los sobornos sirven de bonus que incentivan.

— Las empresas privadas y los individuos tratan de reducir
los costes que se le han impuesto por el gobierno por medio de
impuestos, pagos de aduana y regulaciones. Los sobornos disminu-
yen los costes para aquellos que los pagan.

— A menudo los gobiernos transfieren grandes beneficios
financieros a empresas privadas por medio de contratos de pro-
cura, privatizaciones y la entrega de concesiones. Los sobornos afec-
tan al nivel de rentas de monopolio y a su división entre inversores
privados y empleados públicos.

— Los sobornos pueden sustituir formas legales de influen-
cia política. El soborno de los políticos compra la influencia, y el
soborno por parte de los políticos compra votos.

— Los jueces tienen el poder de imponer costes y transferir
recursos entre litigantes. Los sobornos pueden soslayar las normas le-
gales.

Los sobornos como pagos que
igualan la oferta y la demanda

A menudo los gobiernos proporcionan bienes y servicios de
forma gratuita o a precios muy por debajo de los precios de mer-
cado. A veces incluso existen precios duales. En China, por ejem-
plo, algunos bienes de los producidos se venden a precios de sub-
sidiados por el Estado y en el mercado libre. En 1989 el precio de
mercado del carbón era del 674 por ciento del precio subsidiado.
No resulta, por tanto, sorprendente que los pagos para obtener
mercancias a precios del Estado fueran bastante comunes 3. Los
índices de cambio de divisas múltiples y las cuotas de importa-
ción suelen ser fuentes frecuentes de pagos. Cuando la concesión
del crédito y el índice de interés están controlados por el Estado,
se pueden llegar a pagar sobornos para acceder a los mismos 4.

Los incentivos para realizar pagos son suficientemente claros
en estos casos, pero ¿cuáles son las consecuencias en cuanto a la
efectividad? Supongamos, primero, que al que soborna se le per-
mite recibir un escaso beneficio pero se le requiere que pague por
él. Si el mercado corrupto funciona de forma eficiente, el servicio
se proporcionará a los solicitantes que tengan la mayor voluntad
para pagar por él. Tomemos, sin embargo, en consideración las
formas en que los resultados ineficientes o injustos pueden sur-
gir. En primer lugar, los objetivos de los programas diseñados
para el beneficio de los más necesitados o los mejor cualificados
se verá debilitado si los servicios sólo se prestan a aquellos con los
más altos niveles de voluntad de pagar 5. En segundo lugar, los
mercados corruptos son menos abiertos que los mercados com-
petitivos (CARTIER-BRESSON, 1995; GAMBETTA, 1993; ROSE-
ACKERMAN, 1978). La ilegalidad de los sobornos induce a los
participantes en ella a gastar recursos en mantener dicha transac-
ción secreta. La información sobre los precios de los sobornos no
se hará pública muy bien, y los precios serán pegadizos. Algunos
participantes potenciales pueden negarse a entrar en ese mercado
por sus escrúpulos morales o por su miedo al castigo, y los em-
pleados públicos pueden limitar sus negociaciones a personas que
estén dentro de su ámbito y a amigos en los que confían. Más
aún, un sistema corrupto puede no ser sólo menos competitivo
sino más inseguro que un mercado legal 6.

En la práctica, muchos empleados públicos pueden ejercer un
poder monopolístico al determinar la cuantía de los servicios que
proporcionan. El empleado público, al igual que un monopolista
privado, puede intencionadamente decidir que el servicio que se
preste esté por debajo del que se exige oficialmente, para incre-
mentar las rentas económicas disponibles para la división. Inver-
samente, bajo condiciones diferentes el empleado corrupto pue-
de querer aumentar el nivel de servicios que va a proporcionar si
el gobierno ha fijado dicho provisión por debajo del nivel de mo-
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nopolio. En otras situaciones, el servicio no es escaso, pero, al
igual que un pasaporte, o un carné de conducir, o una pensión de
vejez, sólo está disponible para aquellos «cualificados» para ello.
Los empleados, sin embargo, pueden tener suficiente poder de
monopolio para crear escasez, bien retrasando la aprobación de
dichos servicios o manteniéndose paralizados salvo que se les pa-
guen sobornos (PAUL, 1995).

Por último, a menudo los sobornos se pagan para permitir
que los no cualificados para ello obtengan el beneficio. SHLEIFER
y VISHNY (1993, p. 601) denominan a esto «corrupción con robo».
Los estudiantes pagan para alterar los resultados de los tests de su
admisiones universitarias; los pacientes pagan a los médicos para
que declaren que cumplen los requisitos para pagos para discapa-
citados. Las compañías que no tienen derecho a la obtención de
crédito pueden obtener préstamos. Los no cualificados a menu-
do tienen la mayor voluntad de pagar, ya que no tienen forma
legal de obtener el servicio.

Los sobornos como pagos que
incentivan a los burócratas

Los sobornos pueden ser pagos que incentivan la realización de
un buen servicio. Las empresas y los individuos pueden pagar para
evitar retrasos. En algunos modelos económicos tienen deseables
propiedades de incentivación. Por ejemplo, los pagos hechos a ges-
tores de servicios pueden ser eficientes ya que dan a los empleados
públicos incentivos para que trabajen deprisa y a favor de todos
aquellos que aprecian mucho su tiempo (LUI, 1985). La corrup-
ción de los recaudadores de impuestos puede ser eficiente siempre
que el gobierno pueda imponer una limitación a los ingresos vin-
culante con carácter general 7. Pero la tolerancia de la corrupción
rutinaria de gestores de servicios de línea y los que recaudan im-
puestos es extremadamente problemática. En primer lugar, los mo-
delos asumen que los empleados sólo tienen un poder discrecional
limitado. Por ejemplo, los recaudadores de impuestos «descubren»
las responsabilidades fiscales de los ciudadanos y las empresas. En
realidad, pueden «crear» de forma creativa la responsabilidad fis-
cal como un mecanismo de extracción de sobornos, produciendo
así un patrón arbitrario e injusto de pagos. En segundo lugar, exis-
ten alternativas que evitan los costes de los sistemas de pago ilega-
les. El acceso a los servicios puede gestionarse por medio de impor-
tes diferenciales. Puede ocurrir que se permita a las oficinas de
recaudación de ingresos retener una porción de los impuestos que
recaudan. En tercer lugar, las empresas pagan sobornos para obte-
ner la certeza, pero los pagos efectuados para incrementar la certeza
para las empresas individuales pueden resultar en una gran varie-
dad de condiciones en las distintas empresas (ROSE-ACKERMAN y
STONE, 1996) 8.

En resumen, los sobornos actúan como pagos que incentivan
a los empleados públicos. Una política de tolerancia activa, espe-
cialmente por parte de donantes externos tales como el Banco
Mundial, puede muy posiblemente destruir las perspectivas de
reforma a largo plazo. Los pagos que se ven con carácter general
como aceptables deberían legalizarse, pero no todos los mecanis-
mos de «incentivos de pago» mejoraran la eficiencia burocrática.
Puede, en cambio, favorecer los esfuerzos ineficientes para maxi-
mizar las recompensas financieras.

Los sobornos reducen los costes

Los gobiernos imponen regulaciones, la recaudación de impues-
tos y la ejecución de las leyes penales. Los individuos y las empre-
sas pueden pagar para liberarse del pago de estos costes. Pueden po-
nerse de acuerdo con los recaudadores de impuestos y los agentes de
aduana para reducir las sumas recaudadas. El impacto económico
de los sobornos pagados para evitar las regulaciones, suprimir las
leyes penales, y reducir los impuestos, depende de la eficiencia de
los programas subyacentes que están sometidos a distorsiones co-
rruptas. Dada la existencia de un marco legal ineficiente, los pagos
para evitar las regulaciones y los impuestos pueden incrementar di-
cha eficiencia 9. Esta defensa de los pagos está comúnmente apoya-
da por los inversores tanto nacionales como extranjeros en el mun-
do desarrollado. Se trata de una justificación pragmática que surge
de la frustración de éstos con su orden legal existente. Trata de jus-
tificar la corrupción llevada a cabo para obtener beneficios que es
una de las que no están legalmente permitidas.

Pero ¿acaso los individuos y las empresas sólo vienen obligados
a obedecer aquellas leyes que ellos juzguen como eficientes y jus-
tas? En el mundo industrial, la respuesta de la industria a las reglas
que encuentra duras no suele ser la de sobornar a los empleados
públicos o recurrir a criminales para evadir la ley. En cambio, las
empresas trabajan para cambiar las leyes, para hacer contribucio-
nes a campañas legales, agencias públicas de grupos de presión, e
iniciar procesos judiciales que ponen en cuestión las leyes y regu-
laciones existentes. Uno puede quejarse acerca de la importancia
de la riqueza y de las grandes corporaciones en la vida política, las
actividades de los grupos de presión bien documentados y las con-
tribuciones a campañas son al menos superiores a los sobornos se-
cretos llevados a cabo para mantener las instituciones democráti-
cas. Algunas de las mismas empresas que se involucran en
actividades políticales legales en su país se sienten menos constre-
ñidas a la hora de violar las leyes en las economías desarrolladas y
en transición. Desde que EE.UU. prohíbe los sobornos pagados en
el extranjero para realizar negocios, las empresas americanas se en-
frentan a un constreñimiento legal doméstico 10. Pero la importan-
cia que se percibe de dicho constreñimiento sugiere que las mul-
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tinacionales generalmente no sienten la obligación de obedecer la
ley en los países desarrollados en los que operan.

Desafortunadamente, los inversores pagarán sobornos no sólo
para evitar las reglas y los impuestos ineficientes. Querrán reducir el
impacto de todas las cargas impuestas por el Estado, estén o no jus-
tificadas. Parece extraño tolerar las opiniones mantenidas por las
empresas de negocios de que un pago bien hecho está justificado
porque aumenta sus beneficios. Tal tipo de actitud puede provocar
un daño serio a aquellas naciones que luchan para construir Esta-
dos viables. Estos Estados necesitan desarrollar instituciones públi-
cas que traduzcan las necesidades populares en leyes, que establez-
can un compromiso creíble con la ejecución de estas leyes, y que
proporcionen recursos legales para aquellos que consideren que
han sido dañados. Si, en cambio, los inversores y los ciudadanos
ordinarios deciden por su cuenta qué leyes son legítimas, el inten-
to de crear instituciones estatales fracasará. La reforma de las
leyes puede servir para apoyar la legitimidad estatal si el resultado
final es un conjunto de constreñimientos legales que se basan en
objetivos públicos generales, tales como la eficiencia económica y
la equidad. Los esfuerzos internacionales por reducir la aceptación
de sobornos y aumentar los costes puede ayudar a cambiar tales
comportamientos, pero el papel de las políticas de las empresas in-
dividuales y los códigos de conducta no debería infravalorarse.

Sobornos para obtener
contratos importantes,
concesiones, y empresas
privatizadas

Los pagos corruptos para ganar contratos importantes y con-
cesiones y para privatizar las empresas son generalmente la forma
de preservar los grandes negocios a los empleados públicos de
alto nivel. ¿Existe algo distintivo de tal tipo de corrupción más
que el tamaño de los negocios que se llevan a cabo? Parecen ser
análogos a los casos en los que el gobierno paga escasos benefi-
cios. ¿Acaso la escala del negocio corrupto y la implicación de los
empleados públicos de alto nivel cambia algo?

Una diferencia estriba en que los líderes quedan apartados de
toda posible condena y por tanto se les puede constreñir menos
en sus demandas corruptas que a los empleados de inferior nivel.
Una segunda diferencia es que aquellos que obtienen beneficios
por medio del pago de sobornos a empleados de nivel inferior
rara vez se piensa que se comportan de forma ineficiente una vez
obtenido el beneficio. En contraste con esto, para los grandes

negocios a menudo se da el argumento contrario. ¿Pero existe
algo especialmente reseñable respecto de esto? Para aislar estos
distintivos aspectos, consideren una concesión para la obtención
de troncos de madera obtenida de forma corrupta por parte de
una compañía por encima de las altas pujas de sus competidores.
Si la corrupción no restringe la entrada y si el empleado no puede
afectar al tamaño de la concesión, aquel que pague un soborno
superior es la empresa que valora más el beneficio. Las pérdidas
son los impuestos de más que deben recaudarse y los beneficios
perdidos de los programas públicos que no se lleven a cabo. El
pago puede ser «sólo» una transferencia, pero es dañino para los
esfuerzos llevados a cabo por reducir la pobreza y utilizar el creci-
miento para mejorar el bienestar de los ciudadanos ordinarios.

Ahora, consideren la empresa que ha obtenido una concesión
de madera segura y a largo plazo a un precio de ganga incluso
cuando a ello hay que añadir el soborno. Si opera en el mercado
internacional, sus subsiguientes acciones deberían depender del
mercado de la madera. Busca maximizar los beneficios, y el pago
de la concesión es un coste hundido. Esta defensa de la falta de
impacto en el comportamiento de la empresa es demasiado sim-
ple para reflejar la realidad. Los términos operativos son segura y
a largo plazo. La corrupción introduce incertidumbres en el am-
biente económico que pueden dar a la empresa una orientación
ineficiente a corto plazo 11. Hay dos razones para esto. En primer
lugar, el concedente puede temer que aquellos en el poder sean
vulnerables a ser derrocados debido a su corrupción. Un nuevo
régimen puede no respetar los compromisos del viejo régimen.
En segundo lugar, incluso si el actual régimen se mantiene en el
poder, el ganador puede temer la imposición de demandas arbi-
trarias una vez que se hundan las inversiones. Puede que se per-
mita a los competidores entrar en el mercado, o se puede anular
el contrato por razones de política o de avaricia 12. De esta forma,
la empresa corrupta puede talar árboles más deprisa de lo que
podría hacerlo en países menos corruptos. Puede ser reticente a
invertir en capital inmovilizado que podría ser difícil sacar del
país.

En algunos países el alto nivel de corrupción sistémica coexis-
te con un fuerte crecimiento. Se trata de Estados, sobre todo en
Asia, que han conseguido crear ambientes económicos relativa-
mente seguros, de tal forma que los negocios apoyados por el
Estado respresentan compromisos creíbles a largo plazo (CAM-
POS y ROOT, 1996). Incluso en esos países, sin embargo, la co-
rrupción no es de hecho beneficiosa (WEI, 1997). Además de los
costes de distribución, la corrupción distorsiona las elecciones de
distribución. Esto resulta especialmente obvio durante los perio-
dos de descenso económico que sacan a la luz las relaciones co-
rruptas. Aquellos que se beneficiaron de la corrupción y el patro-
nazgo en el pasado tratan de aferrarse a su ventaja incluso si resulta
ineficiente para la sociedad. Consideren, por ejemplo, la habili-
dad de Hanbo Steel en Corea para obtener préstamos bancarios
pese a la falta de garantía crediticia (Far Eastern Economic Review,



9GAPP n.o 21. Mayo-Agosto 2001

Desarrollo y corrupción

20 de febrero 1997). De forma similar, el envejecimiento de un
líder autoritario puede intensificar la búsqueda de rentas por su
familia y asociados próximos que a su vez distorsiona las decisio-
nes de inversión. En Indonesia aquellas personas cercanas al pre-
sidente parecen tratar de guardar con llave las ganancias para el
futuro. Las pérdidas que supone para la nación incluyen tanto la
pérdida potencial de ingresos fiscales como la posible ineficiencia
de algunos proyectos de inversión.

Sobornos para comprar la
influencia política y los votos

La democracia da a los ciudadanos un papel a la hora de deter-
minar a sus líderes políticos. Los empleados públicos corruptos
elegidos pueden ser echados del cargo. Pero la democracia no es ne-
cesariamente una cura para la corrupción. En algunos sistemas los
políticos corruptos coexisten con las formas democráticas, aunque
los ciudadanos están al tanto de esta práctica. Los pagos corruptos
se utilizan, en parte, para financiar a los partidos políticos y para
las campañas electorales. Financian actividades electorales en ge-
neral, y en algunos países la compra a la vista de votos por parte de
los políticos, aunque ilegal, sucede abiertamente.

Las modernas campañas políticas exigen que haya más recur-
sos que en las viejas campañas electorales. De esta forma, existe
una demanda de mayor financiación para los candidatos y los
partidos políticos. A falta de financiación pública, la fuente más
conveniente de dinero está en los intereses de los negocios que se
pueden beneficiar o verse perjudicados por las decisiones políti-
cas. Incluso si las contribuciones de los negocios se pueden hacer
de forma legal, tanto las empresas como los políticos pueden pre-
ferir mantener los pagos en secreto si se ve implicado un quid pro
quo. Un sistema ilegal de pagos ilegales puede debilitar los esfuer-
zos para reformar la financiación de las campañas políticas. Los
estudios de los sistemas políticos en Francia e Italia demuestran
cómo los modernos partidos políticos se han pasado a estar do-
minados por «políticos de negocios» (MÉNY, 1996; DELLA POR-
TA, 1996). El testimonio de los operativos políticos italianos en
las recientes investigaciones de «Manos Limpias» revela cómo las
prácticas corruptas pueden estar enraizadas en sistemas demo-
cráticos (DELLA PORTA, 1996). En Japón, el Primer Ministro Ta-
naka Kakuei desarrolló un sistema bajo el que los negocios se
asignaban a candidatos para financiar y votar (REED, 1996). La
experiencia en EEUU sugiere que incluso las contribuciones le-
gales a compañas electorales pueden ejercer influencia, pero al
menos en tales casos las donaciones son públicas y pueden ser
evaluadas por los votantes.

En Italia los «jefes» políticos estaban preocupados con movili-
zar el voto. Esto podía hacerse no sólo mediante fondos de la
campaña sino tambien por medio de la movilización de recursos
estatales, trabajos de patronazgo, y otros tipos de favores del go-
bierno para crear redes de obligación (DELLA PORTA, 1996). Los
políticos acusados de acumular tesoros de campañas ilegales de
guerra en la República de Corea y Japón, justificaron sus accio-
nes por referencia al coste de las campañas en aquellos países en
los que los votantes esperan obtener beneficios personales de los
candidatos (PARK, 1995; REED, 1996). En algunos países la com-
pra de votos es bastante abierta. La provisión de pagos directos a
los votantes tiene una larga historia que nos lleva al siglo XIX en
Inglaterra y EE.UU. Las reformas han limitado tales pagos en la
mayor parte de los países industrializados, pero siguen siendo un
aspecto de la política electoral en otros países. Por ejemplo, la
reciente elección en Tailandia llevada a cabo por una continua
práctica de pequeños pagos a los votantes (Far Eastern Economic
Review, 28 de noviembre de 1996; para más información sobre
Tailandia, ver PHONSGPAICHT y PIRIYARANGSGAN, 1994).

En otros países los empleados del gobierno compran votos de
los legisladores. Se dispone de fondos presupuestarios especiales
para el ejecutivo con poco responsabilidad que favorecen esta prác-
tica en un número de países, especialmente en Latinoamérica.
Cuando el Presidente brasileño Collor fue sometido a un proceso
de destitución frente al Congreso, los observadores se preocuparon
de que los aliados buscaran sobornar a miembros para obtener un
veredicto favorable (GEDDES y RIBEIRO NETO, 1992).

Los conflictos de intereses a los que se enfrentan tanto los po-
líticos como los burócratas son un problema no suficientemente
apreciado en muchas economías en transición y en desarrollo. En
muchos países pocas leyes regulan las actividades de negocio pri-
vado de los empleados públicos, dejándoles la vía abierta para acu-
saciones de favoritismo. Las leyes de financiación de campañas en
muchos países son similarmente permisivas, aunque en algunos ca-
sos las reglas son tan sumamente restrictivas que requieren prácti-
camente transferencias no recogidas para poder financiar dichas
campañas. Los recientes escándalos en Francia, Japón, la República
de Corea, Italia y EE.UU. ponen de manifiesto la importancia de
reglas claras que dirijan la solicitud de dinero privado y la previsión
de suficientes recursos legales de financiación.

Sobornos para comprar
decisiones judiciales

Los jueces tienen el poder de afectar a la distribución de ri-
queza a través de sus decisiones. De esta forma, al igual que un
empleado público con similar poder, se enfrentan a incentivos
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corruptos. En algunos países se considera que los jueces son bas-
tante corruptos. Los incentivos corruptos son mayores cuando a
los jueces se les paga poco y tienen sobrecarga de trabajo y están
pobremente equipados y con poco personal en sus oficinas. In-
cluso, si los jueces no son en sí mismos corruptos, los empleados
a cargo de asignar los casos y asesorar a los jueces pueden exigir o
aceptar sobornos. En algunos países latinoamericanos, por ejem-
plo, la falta de tarifas de tribunales formales genera incentivos
para los empleados de los tribunales y jueces para cobrar tarifas
no autorizadas. (BUSCAGLIA, 1995).

Los pagos pueden ser una fórmula que hace que los jueces
resuelvan con mayor prontitud. Un estudio reveló que los retra-
sos y bloqueos en Latinoamérica se incrementaron de forma dra-
mática entre 1973 y 1993 (BUSCAGLIA, 1995), elevándose, así,
los incentivos para pagar sobornos. Los sobornos también pue-
den influenciar las decisiones a nuestro favor. Ocasionalmente,

se han denunciado casos en los que los partidos enfrentados se
enfrentan en el pago de sobornos, para ver quién paga más 13.

Cuando se contempla al poder judicial como corrupto, las in-
certidumbres se introducen en el clima negocial. La ley en los libros
puede no significar mucho, y aquellos con disputas tratan de evi-
tar traerlas ante los tribunales salvo que estén seguros de que van
a ser los que paguen los sobornos más altos. Los individuos evitan
acudir al sistema judicial contratando árbitros privados y utilizan-
do otros métodos, tales como la protección que proporciona el
crimen organizado. Un estudio del poder judicial en Latinoamé-
rica reveló que la mayor parte de los hombres de negocios tratan de
evitar utilizar los tribunales para resolver sus disputas. (BUSCAGLIA,
1995). En Europa Oriental y en Rusia los asesinatos de los hom-
bres de negocios y de los banqueros son bastante comunes. Mu-
chos parecen asesinatos similares a ejecuciones que son parte del
brutal sistema privado de «resolución de disputas» 14.

Receptores de sobornos Muchos sobornadores Pocos sobornadores

Concentrados en los niveles Cleptocracia (a) puro  Estado extorsiona- Monopolio bilateral
superiores dor o (b) Estado débil

Múltiples receptores en los niveles Sobornos competitivos Estado dominado por la mafia
inferiores del gobierno con la posibilidad de espirales

La corrupción y la organización
del gobierno

El nivel de corrupción depende no sólo de la existencia de
rentas económicas sino de la estructura política. Una organiza-
ción externa, como el Banco Mundial, puede jugar un papel cons-
tructivo sólo bajo ciertas condiciones político-económicas. Las
cleptocracias, en las que la corrupción se organiza a la cabeza del
gobierno, deben distinguirse de los Estados en los que la corrup-
ción es la provincia de un gran número de empleados públicos.
El otro lado del «mercado» de sobornos debe también especifi-
carse. ¿Existe un número pequeño de actores privados de corrup-
ción principal, o es el pago de los sobornos descentralizado? Jun-
tando estas dos dimensiones se dan cuatro categorías estilizadas:

cleptocracia, sobornos competitivos, monopolio bilateral, el ex-
tremo de un Estado débil dominado por las mafias.

En una pura cleptocracia el jefe del gobierno puede organizar
el sistema político para que maximice las posibilidades de extrac-
ción de renta y puede redistribuir esas rentas para uso personal.
En el primer caso, el jefe del gobierno se enfrenta a un gran nú-
mero de potenciales pagadores de sobornos. Uno puede suponer
que tal tipo de líder actuará como un monopolista privado, lo
que Mancur OLSON (1993) llama «bandido estacionario», luchan-
do por la eficiencia productiva pero restringiendo la tendencia de
la economía a maximizar los beneficios (FINDALY, 1991). Sin em-
bargo, en los modelos económicos de monopolio existe un siste-
ma estable de derechos de propiedad y mercado. Los cleptócratas
pueden no enfrentarse a tales restricciones. Pueden expropiar la
propiedad de otros y extraer la riqueza de los ciudadanos priva-
dos por medio de amenazas de violencia. Si los cleptócratas tie-

Tabla 1.

Tipos de gobiernos corruptos
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nen una propiedad segura, pueden evitar tal comportamiento de
explotación y extorsión. Sin embargo, la extracción de rentas con
una única intención puede en sí misma aumentar la incertidum-
bre de la propiedad del gobernante.

Más aún, la mayor parte de los cleptócratas no son muy pode-
rosos. Su objetivo es la maximización de la riqueza personal, pero
las herramientas a su disposición son imperfectas. Pueden tener un
funcionariado débil y desleal, una base pobre de recursos, y un vago
y confuso marco legal. Tales gobernantes lo más probable es que
favorezcan un Estado excesivamente grande que maximice las po-
sibilidades corruptas. Prefieren evitar desgastes por parte de los su-
bordinados, pero pueden ser incapaces de prevenir y evitar que se
dobleguen y acepten sobornos (COOLIDGE y ROSE-ACKERMAN,
1997). Los cleptocrátas fuertes dirigen Estados brutales pero efi-
cientes; los débiles dirigen Estados intrusivos e ineficientes en los
que algunas de las ineficiencias son parte del esfuerzo por extraer
sobornos de la población y de la comunidad de negocios.

En el segundo caso, un gobernante corrupto se enfrenta a un
único principal oponente al otro lado de la mesa. En esta situa-
ción, similar a un monopolio bilateral, las posibilidades de ex-
tracción de renta se comparten entre el sobornador y el gober-
nante. Sus relativas fuerzas determinarán la forma en la que las
ganancias se compartan y el tamaño de la tarta a compartir. Si
algunas de las rentas pueden crearse sólo con la ayuda del Estado,
pero el Estado teme perder todas las ganancias frente a su adver-
sario, no actuará. De forma similar, el líder puede amenazar con
expropiar la propiedad y el antagonista puede amenazar con im-
plicarse en violencia.

La mafia es un grupo criminal organizado que proporciona
servicios de protección que sustituyen a los que proporciona el
Estado en las sociedades normales (GAMBETTA, 1993). En algunos
casos bilaterales el Estado y la mafia comparten el negocio de pro-
tección y a menudo se superponen en los miembros que los com-
ponen. Un líder corrupto poderoso en este contexto extorsiona una
parte de las ganancias de la mafia. De forma alternativa, algunos
Estados dependen altamente de pocas empresas de negocios que
extraen minerales o producen productos agrícolas. Tales empresas
pueden formar una alianza con los líderes del país para compartir
la riqueza. Si la empresa ha invertido en un capital fijo o si el pro-
ducto que produce es una materia prima disponible sólo en algu-
nas partes de la tierra, los líderes del país están en una posición
fuerte. En contraste con esto, si la empresa produce un producto
agrícola que puede ir a otro sitio fácilmente, o si la materia prima
está disponible para la empresa en diferentes lugares, tiene una
ventaja para negociar y puede exigir que el país proporcione infra-
estructura, garantías de paz laboral e impuestos bajos. Poca corrup-
ción abierta puede observarse en tales regímenes, pero el daño que
se puede ocasionar a los ciudadanos ordinarios es sin embargo gra-
ve. El país se convierte en un apéndice del gran inversor. Las pér-
didas incluyen tanto los costes de distribución como los de eficien-
cia. El Estado pierde la capacidad de explotar los beneficios de la

actividad económica, y la economía es ineficiente, dado que sólo
las políticas que se defienden por un grupo menor se llevan a cabo.
Algunos Estados que crecen rápidamente, especialmente en Asia,
pueden encajar en esta categoría, pero su éxito económico parece
debilitar este argumento. El interés mutuo entre los gobernantes
y los grandes inversores ha resultado en una pacífica alianza entre
negocios-Estado que ha evitado las peores patologías del caso del
monopolio bilateral (CAMPOS y ROOT, 1996). Sin embargo, pese
a todo ello, si el Estado resulta ser incapaz o no está dispuesto a
extenderse más allá de un grupo reducido de inversores a los que
favorece, los costes a largo plazo puede ser muy altos, al perder la
economía la flexiblidad para responder de manera eficiente a las
condiciones cambiantes.

La tercera variante es una con un Estado débil y desorganiza-
do en el que los empleados públicos se involucran en los sobor-
nos por libre. Estos empleados se enfrentan a un monopolio de
poder en el sector privado. Al igual que en el caso del monopolio
bilateral, el monopolista puede ser una mafia doméstica o una
gran corporación. En cualquiera de los dos casos, el sector priva-
do domina al Estado, comprando la cooperación de los emplea-
dos de bajo nivel, pero no es capaz de organizar el Estado en un
cuerpo unitario. La desorganización y la debilidad del Estado re-
ducen la capacidad del grupo privado para obtener los beneficios
que desea. Llegar a un acuerdo con un empleado no desanimará
a otro de pasar adelante.

El cuarto caso es aquel en el que muchos empleados públicos
se enfrentan a gran cantidad de gente corriente y de negocios. Un
problema fundamental con tal situación es la posibilidad de una
espiral ascendente de corrupción. La corrupción de algunos pue-
de animar a otros empleados a aceptar sobornos hasta que todos,
menos los moralistas no reconstruidos, sean corruptos. Bajo con-
diciones admisibles, existen dos posibles equilibrios —uno con
un alto nivel de corrupción y otro con muy poca corrupción—.
El problema de los reformadores es cómo mover a un país de un
equilibrio a otro (ver ANDVIG y MOENE, 1990; BESLEY y MCLA-
REN, 1993; CADOT, 1987).

Una forma de salir de la corrupción es equiparar la pena espe-
rada al nivel de corrupción. El equilibrio con un alto nivel de
corrupción sucede porque la red de recompensas de corrupción
aumenta al incrementarse la incidencia de corrupción. En con-
traste supongan que la probabilidad de ser descubierto aumenta
a medida que lo hace el tamaño y la incidencia de los sobornos.
Entonces ya no será cierto que los sobornos más altos y un alto
nivel de sobornos vayan unidos. Pocas personas pueden pagar
sobornos, pero los que lo hacen pagarán sobornos de gran canti-
dad de dinero. Los esfuerzos de ejecución de la ley habrán au-
mentado el tamaño y habrán reducido la incidencia de los pagos.

Algunos países experimentan la corrupción tanto en los nive-
les superiores como en los niveles inferiores del gobierno. ¿Dónde
deberían entonces concentrarse los esfuerzos de reformar? Algunos
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analistas son relativamente sanguinarios respecto a la cleptocracia,
argumentando que el problema más serio es la corrupción descen-
tralizada, bajo la que empleados se dedican a pescar «por encima de
lo permitido» en su búsqueda de rentas (SHLEIFER y VISHNY, 1993;
OLSON, 1993; RODRIK, 1994). «Pescar por encima de lo permiti-
do» puede ser el resultado de una estructura de gobierno descen-
tralizada o una jerarquía mal organizada con la discreción ejerci-
da por los que están abajo. Desde esta óptica, la corrupción a la
cabeza se diseñará para maximizar el monopolio de las rentas y con-
ducirá a restricciones en la provisión de servicios ineficiente, pero
no tendrá ningun impacto sobre la eficiencia productiva.

Una implicación política de este análisis es que deberían dedi-
carse especiales esfuerzos para reducir la corrupción en los bajos ni-
veles. Ésta es una conclusión problemática. El modelo asume un
nivel fijo de rentas en el sector privado (la piscina común) que los
empleados públicos tratan de extraer. En realidad, los empleados
pueden disponer de poder para expandir dicha piscina, y los em-
pleados de más alto nivel generalmente tendrán el poder para au-
mentar el alcance del Estado más que los empleados de los niveles
inferiores o aquellos en los gobiernos estatales y locales. Pero, uno
podría argumentar que el cleptócrata todopoderoso y seguro evi-
tará tales políticas ineficientes. Sin embargo, la corrupción en sí
misma puede ser una fuente de inseguridad. Esta inseguridad da a
los gobernantes una perspectiva a corto plazo que les anima a rea-
lizar robos adicionales, haciéndolos incluso más inseguros. Ade-
más, pocos son todopoderosos. Sus únicas herramientas son inefi-
cientes y confiscatorias. De esta forma, los casos en los que uno
puede estar seguro de que el cleptócrata se comportará como un
monopolista privado parecen ser limitados.

El Banco Mundial necesita adoptar decisiones difíciles sobre
dónde realizar préstamos y dónde apoyar la reforma política. De-
bería concentrarse en aquellos países en los que los máximos líde-
res están razonablemente comprometidos con un gobierno limpio
a la cabeza al igual que en las cotas inferiores. Los países domina-
dos por líderes cleptocráticos y los Estados débiles dominados por
extranjeros corruptos son candidatos pobres para dicho apoyo. Por
supuesto, la mayor parte de los países pobres están algo en el cen-
tro. La corrupción puede estar bien enraizada, pero algunos em-
pleados están genuinamente comprometidos con la reforma. En
tales casos, el Banco debe adoptar un punto de vista comprensivo.
No sirve al objetivo de crecimiento económico para ayudar al re-
formador a limpiar los sistemas fiscales y de aduana, si el líder uti-
liza estos procedimientos para su propio beneficio personal.

Programas de reforma

Habiendo aislado los incentivos económicos para la corrup-
ción, y habiendo puesto el problema en un contexto político gene-

ral, voy ahora a analizar los pasos que puede dar un gobierno inte-
resado en la reforma para reducir la corrupción. Muchas de estas
reformas pueden ser apoyadas por proyectos y préstamos del Banco
Mundial, pero sólo si los líderes políticos de un país están dispues-
tos a cargar con los costes del cambio. Las posibilidades de refor-
ma dependen de la capacidad del Estado y, sobre todo, de los ni-
veles de pobreza, pero la gama de opciones puede especificarse.
Además de los esfuerzos para cambiar las actitudes sociales y las ex-
pectativas, las políticas anticorrupción pueden reducir las oportu-
nidades de corrupción que se encuentran bajo el control de los
empleados públicos, por un lado, y aumentar los beneficios de ser
honesto y los costes de ser corrupto, por otro lado. Los incentivos
para la corrupción se ven influenciados por los siguientes factores:

— El nivel de beneficios y costes que están bajo el control
discrecional de los empleados.

— Las leyes formales en materia de corrupción, sobornos,
conflictos de intereses, financiación de campañas, y la credibili-
dad de la ejecución de las leyes.

— Las condiciónes de empleo del funcionariado y los siste-
mas de incentivos dentro del funcionariado.

— El grado de auditoría y dirección dentro del gobierno.
— La habilidad de los ciudadanos para aprender acerca de

las actividades del gobierno y presentar reclamaciones.
— El nivel de libertad de los medios de comunicación, y la

libertad de los individuos para formar organizaciones no-guber-
namentales.

— El nivel de oposición política activa.
Me centro en cuatro grandes categorías: reducciones en el

poder discrecional de los empleados del gobierno, ejecución de
las leyes anticorrupción, reforma del funcionariado, y una res-
ponsabilidad mayor del gobierno frente a los ciudadanos.

Reduciendo los incentivos por pagos

Las reformas más básicas son aquellas que reducen el nivel de
beneficios bajo el control de los empleados públicos. Una estra-
tegia de reforma debe hacer esto, sin embargo, sin eliminar los
programas que tienen importantes justificaciones públicas, y sin
simplemente cambiar los beneficios al sector privado, donde apa-
recerán como beneficios monopolistas. Dado que tales reformas
van paralelas al desarrollo de las prioridades del Banco Mundial,
el personal del Banco puede ser especialmente útil a la hora de
proporcionar consejo técnico en esta área.

La opción más evidente es simplemente eliminar las leyes y
programas que están permeados con la corrupción. Si el Estado
no tiene autoridad para restringir las exportaciones u otorgar li-
cencias a los hombres de negocios, nadie pagará sobornos en es-
tas áreas. Si un programa de subsidio se elimina, los sobornos
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que le acompañaban desaparecerán también. Si se elimina el con-
trol de los precios, los precios de mercado pondrán de manifiesto
la escasez de valores, no la existencia de sobornos. Si un para-
Estado es el lugar de los pagos corruptos, trasladarlo al sector
privado eliminará la corrupción.

Por ejemplo, aunque las empresas implicadas en el comercio
extranjero estén a menudo implicadas en la corrupción, la refor-
ma en las reglas de procesos de exportación parece haber reduci-
do la corrupción de los exportadores por debajo de la de los no
exportadores (ROSE-ACKERMAN y STONE, 1996). Tras un corto
experimento con prohibición, EE.UU. anuló la 18.a enmienda a
la Constitución, prohibiendo la manufactura y venta de «licores
intoxicantes». Durante el tiempo en que estuvo en vigor, entre
1919 y 1933, fue un periodo de producción y venta ilegal de
alcohol de forma extendida, y se produjo la corrupción de los
empleados encargados de ejecutar dichas leyes. El debate sobre la
legalización de las drogas en el mundo industrial hace referencia
a la posibilidad de controlar la industria a través del Derecho
penal. Las apuestas, una vez prohibidas en muchas jurisdiccio-
nes, han sido recientemente legalizadas en muchos países y Esta-
dos en EE.UU., aunque sujeta a una fuerte supervisión estatal e
incluso propiedad del Estado.

En general, cualquier reforma que incrementa la competitivi-
dad de la economía ayudará a reducir los incentivos corruptos.
Así, las políticas que aflojan los controles del comercio exterior
eliminan las barreras de entrada para la industria privada, y pri-
vatizan las empresas estatales, de tal forma que se asegure una
competitividad que contribuirá a combatir la corrupción. Tales
reformas tambien animarán a las empresas a moverse de la som-
bra informal de la economía al sector formal, donde pueden ob-
tener acceso al capital a los índices de los mercados y pueden
regular e imponer impuestos de forma efectiva. En general, ir
bajo tierra es un sustituto de los sobornos, aunque a veces las
empresas sobornan a los empleados públicos para evitar el status
de los empleados. El nexo entre la regulación estatal intrusiva, la
corrupción, y la economía informal en Ucrania está documenta-
da en KAUFMANN (KAUFMANN, 1994; y KALIBERDA, 1996).

Pero cualquier movimiento hacia la desregulación y la priva-
tización debe llevarse a cabo con cuidado. Desregular en un área
puede incrementar la corrupción en otra. Por ejemplo, un es-
fuerzo con éxito para reducir la corrupción en el transporte de
productos agrícolas en un país africano aumentó la corrupción
en países vecinos en la misma ruta de transporte 15. El proceso de
privatización en sí mismo, al igual que las nuevas instituciones
reguladoras que serán necesarias en el mundo privatizado pue-
den ser corruptas. En vez de sobornar al Estado para obtener
contratos y un trato favorable, los que pujan para la compañía
sobornan a los empleados en el órgano de privatización. Los de
dentro obtienen un trato especial (MANZETTI y BALKE, 1996;
CELARIER, 1996). La integridad del proceso de privatización es
especialmente un problema en los países en transición. El riesgo

es no sólo la corrupción y los negocios de los que están dentro,
sino el dominio por parte de los grupos de crimen organizado,
que echan a los competidores, sobre todo de las empresas occi-
dentales. Así, parte del proceso de privatización debe ser el esta-
blecimiento de un ambiente legal transparente y de confianza.
Esto no se hizo en muchos de los países que ya se han privatizado
con resultados previsibles (ROSE-ACKERMAN, 1994; SHELLEY,
1994). La privatización y la desregulación son deseables en una
amplia gama de casos, pero los reformadores necesitan mirar con
detenimiento los incentivos para la búsqueda de rentas existentes
(ROSE-ACKERMAN, 1996).

Muchos programas reguladores y de gasto tienen importantes
justificaciones y deben ser reformados, no eliminados. La corrup-
ción en la recaudación de impuestos obviamente no pueden sol-
ventarse fracasando a la hora de recaudar los ingresos. En tales
casos, una solución es clarificar y fijar las leyes necesarias de for-
ma que reduzcan la discrecionalidad de los empleados. El servi-
cio de aduanas mejicano, por ejemplo, redujo el número de pa-
sos en el proceso de aduana en el aeropuerto de la ciudad de
Méjico de dieciséis a tres (El Economista, 13 de febrero de 1992;
Reuters News Service, 24 de febrero de 1993). Los reformadores
han sugerido a menudo que los empleados favorezcan los pro-
ductos que están fuera de la balda vendidos en mercados priva-
dos y que los sistemas de impuestos y de subisidio se simplifi-
quen (ROSE-ACKERMAN, 1978).

Las reglas podían hacerse más trasparentes con justificaciones
proporcionadas públicamente. El gobierno podría favorecer unas
leyes de gasto, fiscales y reguladoras no discrecionales simplifica-
das como forma de limitar las oportunidades de corrupción. El
Estado podría utilizar los precios de los mercados privados como
indicadores para juzgar los contratos públicos (RUZINDANA,
1995). Podrían establecerse normas claras de comportamiento
adecuado, de tal forma que las violaciones pudieran percibirse
incluso si no se percibieran los sobornos. En aquellos casos en
que se adopten decisiones cuidadosamente, éstas pueden favore-
cer artículos estándar para proporcionar un indicador y el coste
menor de pujar.

El valor de dicho tipo de reformas depende de los costes de
limitar la flexibilidad de los empleados públicos. Pero en los paí-
ses pobres que carecen de personal entrenado, la simplificación
de las políticas públicas tiene especial interés. Sin embargo, a ve-
ces, el riesgo de corrupción deberá ser tolerado por los beneficios
de una aproximación caso por caso para programar la adminis-
tración. La transparencia y la publicidad pueden ayudar a supe-
rar los incentivos corruptos incluso en tales casos, pero sólo si
existen los sistemas de responsabilidad discutidos a continuación.
Si no existen, reglas simples y claras pueden permitir a un líder
en los niveles superiores extraer pagos de forma más efectiva.

Los economistas han recomendado desde hace tiempo refor-
mar las leyes reguladoras en áreas tales como la protección medio-
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ambiental introduciendo fórmulas basadas en el mercado que li-
mitan la discrecionalidad de los reguladores. Los analistas tam-
bién han recomendado tarifas de usuario para servicios escasos
del gobierno. Estas reformas tienen la ventaja de eliminar los in-
centivos de corrupción sustituyendo los sobornos por pagos le-
gales. La venta de agua y los derechos de alimentación, los dere-
chos en materia de polución sobre los que quepa el comercio, y la
venta de licencias de importación y exportación pueden mejorar
la eficiencia de los operadores del gobierno a la vez que limitan la
corrupción. Sin embargo, los países pobres cuyas normas regula-
doras existentes apenas se ejecutan pueden tener dificultades a la
hora de establecer tales reformas, dado que en la actualidad los
violadores de tales normas no están corriendo con los gastos de
las normas existentes.

Por último, la reforma administrativa puede reducir los in-
centivos corruptos. La corrupción a menudo se enmarca en la
estructura jerárquica de la burocracia. Los empleados de bajo ni-
vel recaudan los sobornos y pasan una porción de los mismos a
los empleados de alto nivel, quizá bajo la forma de un pago por
encima de la mesa por el trabajo en sí mismo (WADE, 1982). En
contraste con esto, los empleados de alto nivel pueden organizar
y racionalizar el sistema corrupto para evitar el desgaste de com-
petencia entre los empleados públicos de bajo nivel. Los emplea-
dos de alto nivel pueden entonces compartir las ganancias de su
habilidad organizacional con los subordinados, quizás utilizán-
dolos para realizar encargos, tranferencias de fondos y para que
realicen otros trabajos arriesgados que les exponen a poder ser
arrestados. Romper tales patrones puede requerir un esfuerzo re-
organizacional fundamental.

Una posibilidad es la introducción de presiones competitivas
dentro del gobierno para reducir el poder de regateo de los emplea-
dos indivuales. Cuando se pagan sobornos por tales beneficios
como licencias y permisos, que no estan constreñidos de los corres-
pondientes límites presupuestarios, la confluencia de jurisdiccio-
nes burocráticas competitivas puede reducir la corrupción. Dado
que los clientes pueden acudir a cualquiera de los empleados e ir a
un segundo empleado si le rechaza el primero, ningun empleado
tiene mucho poder de monopolio. De esta forma, ninguno puede
extraer un pago muy grande. Para los clientes cualificados los so-
bornos no serán mayores que el coste de reaplicación. Los clientes
no cualificados seguirán pagando sobornos, pero ni siquiera ellos
pagarán tanto siempre que, también, puedan acudir a otro emplea-
do público. Si algunos empleados establecen reputaciones hones-
tas, los solicitantes cualificados preferirán a dichos empleados, re-
duciendo así las ganancias a los corruptos. Esta reducción en los
beneficios respecto de los restantes empleados corruptos puede in-
ducir a ciertos empleados marginales a pasar a ser honestos, redu-
ciendo así más aún los beneficios que les corresponden a los restan-
tes funcionarios corruptos, y así. Un número de empleados
honestos puede echar abajo el sistema corrupto si la congestión no
es un problema serio (ROSE-ACKERMAN, 1978). Si, en cambio,

aquellos que pagan sobornos no son cualificados, la honestidad de
algunos empleados aumentará las ganancias de aquellos que son co-
rruptos, induciendo a más a volverse corruptos.

Cuando los empleados, tales como los oficiales de polícía,
pueden imponer costes, se debería tomar en consideración otro
modelo de confluencia de jurisdicción. A los agentes de policía
que buscan controlar los negocios ilegales se les pueden aplicar
distintas áreas confluyentes de ejecución. De esa forma los que
apuestan y los traficantes de drogas no pagarán mucho a un solo
policía dado que un segundo policía puede venir después y exigir
un pago. El primero de ellos simplemente no puede proporcio-
nar la protección (ROSE-ACKERMAN, 1978). Este sistema puede
funcionar mejor si los agentes encargados de la ejecución de las
leyes pertenecen a distintas fuerzas de policía —local, estatal, o
federal, por ejemplo—. La colusión entre agentes para vencer al
sistema será menos probable. El FBI esta implicado en la investi-
gación de la corrupción a nivel municipal en EE.UU. La Comi-
sión de Auditoría Británica es una agencia gubernamental nacio-
nal con autoridad para vigilar la honestidad de los gobiernos locales
(Comisión de Auditoría de Gran Bretaña, 1993). A veces, la con-
fluencia tiene una dimensión internacional. La implicación de
las autoridades encargadas de la ejecución de las normas en mate-
ria de drogas en EE.UU. en la investigación del negocio de droga
en Colombia llevó a un desertor a elegir el sistema judical norte-
americano por encima del colombiano para abrir la puerta a la
información sobre los carteles de pago de droga a políticos co-
lombianos (The Washington Post, 28 de enero de 1996).

Estableciendo una ejecución de las leyes creíble

Una condición básica para el control de la corrupción es la
existencia de un marco legal viable que ejecute las leyes sin favo-
ritismo político o arbitrariedad. El objetivo es tanto detener a
aquellos que se sienten tentados a involucrarse en actos corrup-
tos como educar al público para que se enfrente a la conducta
criminal de los empleados. Leyes duras no son suficientes. Mu-
chos países altamente corruptos tiene estatutos formales ejem-
plares que no tienen ningún significado real porque rara vez se
ejecutan. Un país que se tome en serio la reforma debe tener
cuerpos de investigación y condena efectivos y un efectivo siste-
ma judicial que no sea en sí mismo corrupto.

Un poder judicial independiente puede ser de incalculable valor
a la hora de comprobar las conductas ilegales de los empleados.
En India el Tribunal Supremo impulsó una investigación de co-
rrupción que el gobierno había tratado de suspender (Times, 2 de
marzo de 1996). En Brasil la insistencia del Tribunal Supremo en
que el voto congresista del proceso de destitución por corrup-
ción fuera público ayudó a mantener el proceso como un proce-
so honesto (GEDDES y RIBEIRO NETO, 1992). La reforma del poder
judicial requiere mucho más que un simple cambio del personal.
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Sin un cambio de las condiciones subyacentes es poco probable
que se dé un importante cambio fundamental. El primer paso en
esa reforma es el salario y las condiciones laborales de los jueces y
del personal de apoyo, pero esto debe acompañarse con una me-
jor vigilancia de su actuación, tanto dentro del sistema como por
parte de gente externa al mismo. La información de retrasos en
función del tipo de caso y del tribunal podría recogerse y hacerse
pública.

Una preparación adicional puede ser necesaria para los jueces
si se deben enfrentar de forma responsable con las disputas que se
presentan ante su tribunales. Un aumento en la profesionalidad
de los jueces debe reducir la incidencia de la corrupción. Pero
todas estas reformas tendrán poco impacto si no se garantiza la
independencia del poder judicial respecto del poder ejecutivo y
legislativo. La independencia se consigue de varias formas por
todo el mundo. Cualquiera que sea el mecanismo utilizado, el
objetivo es un poder judicial que tenga limitados sus poderes cons-
titucionalmente, pero aislado de las presiones políticas del día a
día. El poder judicial puede jugar un papel no sólo oyendo los
casos de corrupción que se presentan ante él por parte de las au-
toridades estatales, sino tambien ayudando a los ciudadanos a
revisar las acciones del Estado. En aquellos países en los que el
poder judicial proporciona una voz independiente al Estado de
Derecho, los intentos por parte de los ciudadanos de requerir al
ejecutivo que obedezca a la ley pueden ser útiles como herra-
mienta suplementaria. El Banco Mundial está empezando a tra-
bajar en la reforma judicial, sobre todo en Latinoamérica, pero
los proyectos están todos en su fase inicial (ROWAT, MALIK y
DAKOLIAS, 1995), y puede que no se centren lo suficiente en la
contribución global a la reforma del gobierno.

Una forma de hacer que el poder judicial trabaje de forma más
efectiva es tener leyes que estén bien redactadas y que sean suficien-
temente claras. Por supuesto, los tribunales no pueden evitar ejer-
citar poder discrecional, pero la claridad eliminará las disputas y
hará que las decisiones judiciales parezcan menos arbitrarias. En
algunos países en desarrollo las leyes se escriben en el idioma del
anterior poder colonial y son difíciles de entender para los ciuda-
danos. Incluso en aquellos casos en los que el idioma de los estatu-
tos no es un problema, algunos países siguen manteniendo estatu-
tos obsoletos tomados prestados de países industriales hace muchos
años. Así, aunque se pueden reducir algunos incentivos corruptos
reformando y poniendo al día al sistema judicial en sí mismo, una
reforma comprensiva tambien requiere de una revisión del sistema
legal en el que operan los jueces.

Pero la reforma judicial tendrá poco impacto salvo que el sis-
tema de condenas opere de forma efectiva. Cuando las agencias
ordinarias de ejecución de la ley son inefectivas o corruptas, una
alternativa es la creación de una comisión independiente antico-
rrupción o el nombramiento de un inspector general que sólo dé
cuentas al jefe del jefe o al Parlamento. La comisión más conoci-
da es la Comisión Independiente contra la Corrupción de Hong

Kong (ICAC), que da cuentas sólo ante el Gobernador General y
que tiene poderes extensivos (KLITGAARD, 1988; QUAH, 1993;
MANION, 1996). A la Comisión se le encarga investigar las alega-
ciones de corrupción y tambien tiene una misión educacional.
Los informes llevados a cabo entre 1977 y 1994 indican que las
percepciones públicas de la corrupción descendieron en los pri-
meros años de la ICAC, y las pruebas indirectas sugieren que
también lo hizo la corrupción, de hecho, bajó junto a las aprecia-
ciones públicas. Otros países, tales como Singapur, Malasia,
Botswana, Malawi y el Estado australiano de Nueva Gales del
Sur (SKIDMORE, 1996), tienen instituciones similares. Sin em-
bargo, el ICAC no carece de aspectos problemáticos. Sus exten-
sos poderes podrían ser objeto de abuso en sistemas menos com-
prometidos con el Estado de Derecho. El caso de Hong Kong
indica que una agencia anticorrupción independiente y dura pue-
de ser una potente herramienta siempre que represente un com-
promiso creíble a largo plazo e incluya límites en su capacidad
para utilizar los fines políticos de forma abusiva.

Reformar la ejecución de las leyes y el poder judicial puede
estar más allá del alcance de los países pobres en los que la co-
rrupción es endémica. En esos casos la reforma requerirá centrar-
se en reformas sustantivas dibujadas con carácter general en la
sección previa y también en estrategias que aumenten la respon-
sabilidad del Estado frente a los ciudadanos ordinarios.

Reformando el funcionariado

Muchos países en vías de desarrollo tienen funcionarios muy
mal pagados. Los empleados complementan su sueldo con se-
gundos trabajos o con pagos. Un estudio reciente reveló que exis-
tía una correlación negativa entre los salarios del funcionariado
(relacionados con los salarios del sector privado) y el nivel de
corrupción (VAN RIJCKEGHEM y WEDER, 1996). Los proyectos
de reforma del funcionariado apoyados por el Banco Mundial
deberían incluir una preocupación explícita por reducir la co-
rrupción (NUMBERG y NELLIS, 1995). La reforma del funciona-
riado requerirá generalmente de un esfuerzo a fondo, sobre todo
si el sistema ha caído en una trampa, en cuyo caso los altos ni-
veles de corrupción generan incluso niveles de corrupción más
altos.

Si a los empleados se les paga mucho menos de lo que se paga
a gente con un entrenamiento similar en otros lugares de la econo-
mía, sólo aquellos que estén dispuestos a aceptar sobornos se sen-
tirán atraídos al sector público 16. El salario del funcionariado de-
bería fijarse al menos al mismo nivel que el de puestos similares en
el sector privado, para así hacer posible el reclutamiento basado en
los méritos y permitir a aquellos seleccionados servir sin recurrir a
la corrupción. Si los beneficios bajo control de los empleados son
valiosos, sin embargo, la paridad puede no ser suficiente. En cam-
bio, los salarios de los funcionarios pueden necesitar situarse por



16 GAPP n.o 21. Mayo-Agosto 2001

Corrupción política

encima del salario del sector privado, con generosos beneficios,
tales como pensiones, que serán recibidos sólo si el trabajador se
jubila con una buena reputación (BECKER y STIGLER, 1974). Sin
embargo, rara vez será posible subir el salario del funcionariado a
niveles que reflejen los beneficios discrecionales bajo el control de
los empleados. La experiencia del mundo industrial sugiere que
una solución tan cara es innecesaria. Puede ser suficiente pagar a la
gente lo bastante para equipararse a los trabajos del sector privado
que requieran habilidades similares (VAN RIJCKEGHEM y WEDER,
1996). Sin embargo, esta estrategia debe combinarse con una efec-
tivo sistema de vigilancia y un sistema basado en el mérito y trans-
parencia en la selección de los funcionarios. Las sanciones deben
anudarse únicamente a los beneficios marginales de aceptar pagos.
Paralelamente, en aquellos casos en los que el único coste de efi-
ciencia de la corrupción surge de su ilegalidad, se deberían legali-
zar los pagos. En el diseño de tales sistemas, sin embargo, es impor-
tante evitar dar a los burócratas un poder de monopolio que
puedan utilizar para conseguir niveles muy altos de rentas.

Una de las razones de que haya decrecido el salario del funcio-
nariado tan rápidamente en los últimos años es la presión fiscal
que hay sobre los gobiernos. Una reducción de salario de carácter
general, que a menudo se ha conseguido a través de la inflación,
es políticamente más fácil de manejar que el despido selectivo de
trabajadores. Y los países que están haciendo un buen progreso
en alcanzar un equilibrio fiscal pueden poner en peligro su éxito
cediendo a la presión de los funcionarios para aumentar los sala-
rios con carácter general. Por ejemplo, en 1992, antes de una
elección, Ghana aumentó los salarios de sus funcionarios en un
80 por ciento (Banco Mundial, 1995). Los obstáculos políticos
de una efectiva reforma del funcionariado a menudo son graves.

Aumentar la responsabilidad frente a los ciudadanos

El sector privado puede ser un límite importante al ejercicio
arbitrario de poder por parte del gobierno, pero sólo si los indivi-
duos pueden descubrir lo que está haciendo el Estado y utilizar
dicha información para responsabilizar a los actores públicos.

Como primer paso, los gobiernos deben publicar presupuestos,
recaudaciones de ingresos, estatutos y normas y las actuaciones de
los cuerpos legislativos. Los datos financieros deberían ser audita-
dos de forma independiente. Los fondos secretos disponibles para
los jefes ejectutivos y los ministros a la cabeza son una invitación
a la corrupción. Varios proyectos del Banco Mundial y del UNDP
han ayudado a economías en transición y a países en desarrollo a
publicar documentos exactos cada cierto tiempo sobre las opera-
ciones básicas del Estado. Otros han ayudado a países, especial-
mente en Latinoamérica y África, a reformar sus procesos de con-
tabilidad y presupuestarios para hacerlos más transparentes (Banco
Mundial, 1995). Estas reformas proporcionan un escenario impor-
tante para los esfuerzos anticorrupción.

Las cuidadosas regulaciones deben mantener el proceso abier-
to y justo (POPE, 1996). Muchos escándalos en ese sentido ocu-
rrieron bien porque los altos empleados rechazaron el consejo o
los empleados subordinados acusaron de operar con licitaciones
y contrataciones del Estado y sin los controles formales. Estas
reglas, sin embargo, no deben percibirse como tontas o excesiva-
mente intrusivas. Por ejemplo, las reglas que señalan que al licita-
dor a la baja siempre se le debe aceptar pueden conducir a un
trabajo de baja calidad o pueden facilitar licitaciones fraudulen-
tas (ver KLITGAARD, 1988). Transparency International, una or-
ganización internacional sin ánimo de lucro, que se comprome-
tió a luchar contra la corrupción por todo el mundo, ha
recomendado a los potenciales pujantes que firmen un «pacto de
integridad», bajo el cual prometerán apartarse de la corrupción.
Tales promesas parecen reiterativas, dado que la corrupción es
ilegal, pero tienen la ventaja de resaltar el problema en países con
poco respeto por las leyes formales. Sin embargo, un intento se-
rio de implementar un pacto de integridad requerirá de un meca-
nismo de quejas institucionalizado.

Los contratistas desilusionados son una importante fuente de
información de cualquier sistema de integridad. En general, la
existencia de perdedores con un gran interés en el resultado, tales
como los licitadores desilusionados, puede facilitar los esfuerzos
para limitar la corrupción (ALAM, 1995). Sin embargo, los per-
dedores tienen un incentivo, el de acusar a los ganadores de co-
rrupción incluso si no ha ocurrido. Los países necesitan hacer un
uso constructivo de la información que los contratistas les pro-
porcionan sin mezclarse en la investigación de las reclamaciones
de cada licitador desilusionado. La comunidad internacional pue-
de tener que ayudar considerando la posibilidad de la creación de
un foro para escuchar tales quejas.

Aquellos que pierden a raíz de la corrupción pueden verse
envueltos en esfuerzos anticorrupción de otras formas. En oca-
siones los pagadores de sobornos son los propios perdedores que
estarían mejor en un mundo honesto. Se sienten las víctimas de
la extorsión. Tales pagadores de sobornos pueden ser aliados po-
tenciales en un esfuerzo anticorrupción, pero necesitan mecanis-
mos a través de los que manifestar sus quejas. En este sentido, el
Banco Mundial puede ayudar a los países a experimentar con
tribunales de bajo nivel y a los defensores del pueblo que buscan
contrarrestar la falta de poder de la gente ordinaria que se ve
enfrentada con la rutina de la exigencia de sobornos. Una alter-
nativa es la creación de «líneas calientes», a través de las cuales los
ciudadanos pueden quejarse directamente al gobierno. Méjico
ha establecido un sistema así para los negocios puestos en peligro
por los inspectores (Poder Ejecutivo Federal de Méjico, 1996), y
el Estado de Chihuahua ha experimentado con un programa si-
milar para combatir la corrupción policial.

La información es una condición previa para los esfuerzos an-
ticorrupción. Los actos de libertad de información en EE.UU. y
en un número de países europeos contribuyen a una efectiva vi-
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gilancia pública general. Estas leyes permiten a los ciudadanos
solicitar información sin tener que demostrar que la información
afecta a su situación personal. Pero descubrir lo que está pasando
es de poco valor, salvo que la gente utilice esos conocimientos
para ejercer influencia sobre el gobierno. En los países sin siste-
mas electorales democráticos o sin tribunales independientes, se
necesita favorecer otras formas de que se escuche a los ciudada-
nos. Por ejemplo, las agencias ejecutivas podrían celebrar audien-
cias tanto a nivel nacional como a nivel local, de tal forma que
aquellos que se beneficien o que sufran una politica guberna-
mental puedan ser oídos. En este caso los procedimientos de ope-
ración estándar del Banco Mundial pueden ser demasiado cen-
tralizados para beneficiarse de una consulta a niveles inferiores.
La publicidad a través de los medios de comunicación es una
opción importante. Es probable que incluso un líder no demo-
crático sea sensible a la opinión pública. El Instituto de Desarro-
llo Económico del Banco Mundial ha empezado en este ámbito
con programas educacionales para periodistas africanos para en-
señarles cómo implicarse en reportajes de investigación.

Para ver como un proceso de responsabilidad puede funcio-
nar en un país en vías de desarrollo, consideren la descripción
que hace OLDENBURG (1987) de un esfuerzo con éxito para con-
trolar la corrupción en el proceso de consolidación de la tierra en
Uttar Pradesh en India en los años ochenta. Las claves fueron un
proceso abierto con la participación real de aquellos afectados,
una presión de tiempo, y apelaciones rápidas y justas. Los em-
pleados del gobierno dirigieron el proceso, pero nadie pudo pro-
seguir con la plantación hasta que estuvo completado el sistema
de distribución de la nueva tierra. Los propietarios de fincas insa-
tisfechos podían apelar y obtener decisiones rápidas que los par-
ticipantes veían con carácter general como justas.

Los individuos se enfrentan a un problema de freerider (go-
rrón) a la hora de buscar controlar los procesos políticos y buro-
cráticos y limitar las actuaciones ilegales. La información puede
estar disponible en principio, pero puede que nadie tenga un in-
centivo para examinarla. Las leyes que facilitan el establecimien-
to de asociaciones de vigilancia y sin ánimo de lucro ayudarán.
Algunos países se preocuparon de que se pudieran utilizar algu-
nas organizaciones no gubernamentales para controlar su actua-
ción, que pudieran limitar tales grupos o hacer muy costosa su
organización. Las limitaciones legales pueden ser muy altas, y los
grupos y sus miembros pueden estar sujetos a vigilancia y a ata-
ques. El Banco debería ayudar a los países a promulgar estatutos
permisivos que rijan la incorporación de organizaciones sin áni-
mo de lucro.

Cuando tales organizaciones existen, éstas pueden tener un
papel muy constructivo. Por ejemplo, con la ayuda del Banco
Mundial y de las agencias de ayuda bilaterales, las secciones loca-
les de Transparency International han organizado reuniones
de trabajo integrados en varios países. Estos grupos de trabajo
reúnen a gente preocupada con estos asuntos del sector público y

del sector privado para discutir el problema de la corrupción. Las
organizaciones sin ánimo de lucro también pueden llevar a cabo
y publicar informes que revelen las actitudes públicas hacia los
servicios del gobierno. Un trabajo pionero se ha llevado a cabo
por el Centro de Asuntos Públicos de Bangalore, India, que pro-
duce «tarjetas de información» sobre los servicios que se realizan
a los pobres urbanos en cinco ciudades. Reveló que el dinero
«rápido» era omnipresente, con hasta un tercio de los que daban
información señalando que necesitaban sobornar para obtener
servicios (PAUL, 1995).

Conclusiones
¿Dónde deberían comenzar esos esfuerzos de reforma? Los

países que se toman en serio la lucha contra la corrupción reque-
rirán de un detallado análisis específico por cada país que siga las
líneas de los recientemente completados por el Banco Mundial
para Bangladesh y Nigeria, pero es posible realizar una serie de
comentarios generales. El primer paso es descubrir dónde está
imponiendo la corrupción los mayores costes. Aquí hay varias
posibilidades comunes:

• Los ingresos de los impuestos y aduanas deben estar muy
por debajo del nivel que se necesita para llevar a cabo los
servicios básicos del gobierno, y el modelo de pagos
puede ser muy injusto al haber despidos. Las opciones
incluyen simplificar las leyes fiscales para reducir el po-
der discrecional burocrático y reorganizar la burocracia
para mejorar la vigilancia general y los incentivos por el
buen comportamiento.

• La regulación de los negocios puede ser tan compleja, y
que gaste tanto tiempo, e intrusiva que el desarrollo de
un sector privado saludable se vea afectado. Aquí la res-
puesta está en ver con detalle las leyes para ver cuáles
pueden ser eliminadas o simplificadas y cuáles requie-
ren de una mejor ejecución. Muchos países tienen regu-
laciones de negocios sin sentido, combinadas con una
ejecución inefectiva en áreas sociales beneficiosas, tales
como la protección medioambiental.

• Otro patrón costoso es la promoción estatal de los pro-
yectos de infraestructura que son demasiado amplios y
complejos. El coste de la corrupción no son los sobor-
nos en sí mismos, sino el coste de la ineficiencia de los
proyectos. Incluso si hay pruebas directas disponibles
de corrupción, la escala inapropiada y el diseño de estos
proyectos debería justificar su cancelación. Tales cance-
laciones deben, sin embargo, ser combinadas con pro-
cedimientos mejorados por futuras aprobaciones de pro-
yectos.
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Las reformas institucionales básicas pueden ser necesarias como
precondición para una reforma en determinados sectores. He re-
saltado la importancia de las reformas que mejoren la responsa-
bilidad del gobierno frente a los ciudadanos ordinarios. Incluso
si uno mantiene constante la estructura constitucional de una
nación, hay una gama de reformas que pueden ser políticamente
difíciles pero que no son especialmente caras. El problema es ins-
titucionalizar tales reformas, de tal forma que soporten los cam-
bios en el personal y en la coalición política. La reforma debe
incrementar la transparencia y la responsabilidad de las operacio-
nes del gobierno y facilitar la organización de grupos de vigilan-
cia independientes, y las mismas agrupaciones comunitarias.

Incluso, si se ha hecho frente a los problemas de política sustan-
tiva y de estructura institucional, la mayor parte de los países en
desarrollo deben enfrentarse a la difícil tarea de reformar el funcio-
nariado. Esto será o financieramente costoso o políticamente do-
loroso, pero es una parte necesaria de cualquier esfuerzo serio de
reforma. Las políticas de reforma deben reducir el tamaño del fun-
cionariado, deben pagar salarios de base decentes a aquellos que se
queden, deben establecer un sistema de reclutamiento basado en
los méritos, y un desarrollo efectivo del «palo y la zanahoria» (ca-
rrots and sticks) que proporcionen a los empleados un incentivo
para ser honestos y para trabajar eficientemente. Esto es, por su-
puesto, mucho más fácil decirlo que hacerlo, sobre todo en los
países pobres, donde se espera que los funcionarios sostengan a sus
amplias familias. La experiencia del Banco Mundial en este ámbito,
incluso en casos en los que los proyectos no han tenido éxito en
último término, debe estar ampliamente disponible.

La falta de instituciones creíbles capaces de escuchar las que-
jas y ejecutar las leyes es el punto débil de las instituciones en
muchos países en vías de desarrollo y en economías en transi-
ción. Así, un área para la reforma debería ser la mejora de las
instituciones existentes, tales como los tribunales, o la creación
de nuevos cuerpos, tales como inspectores generales independien-
tes o comisiones anticorrupción. La experiencia de otros países
—tanto las de éxito como aquellas que fracasaron cuando los
luchadores nominales de la corrupción se volvieron ellos mismos
corruptos— necesitan ser entendidas. A la hora de proponer nue-
vas instituciones nos debemos enfrentar al problema de las cam-
pañas anticorrupción que se están utilizando para debilitar a los
oponentes políticos y para disciplinar a aquellos problemáticos.

El cambio fundamental requiere de un compromiso a largo
plazo desde arriba. Incluso si el marco constitucional básico no
está abierto al cambio, la reforma seria puede llevarse a cabo den-
tro de la estructura del gobierno existente. Los gobiernos que
hacen difícil que se alcen en crítica las voces independientes, sin
embargo, tendrán una especial dificultad a la hora de establecer
un compromiso creíble con un gobierno honesto y transparente.
Esos gobiernos pueden moverse rápidamente en un corto plazo
de tiempo, pero siempre corren el riesgo de que se revierta la
política en el futuro.

¿Cómo debería el Banco Mundial, teniendo en cuenta sus lí-
mites presupuestarios, ayudar en el proceso de reducción de la
corrupción en los países en vías de desarrollo? Las prioridades
son difíciles de establecer en abstracto, pero es posible realizar
una serie de observaciones.

• El Banco necesita dejar mucho más claro que en el pa-
sado que no se aceptará la corrupción como algo nor-
mal en sus propias ganancias y préstamos, y debe avan-
zar y cancelar los proyectos en los que la corrupción se
haya descubierto o en que los costes sugieran que la ve-
nalidad prevalece. Debe ser escéptico a la hora de apo-
yar proyectos que facilitan que los empleados públicos
oculten ganancias privadas, y puede que necesite dejar
de prestar ayuda en aquellos países en los que la corrup-
ción en los altos niveles parece endémica.

Recientes informes internacionales se centran en re-
ducir los sobornos en la negociación internacional y com-
probar el flujo de fondos ilícitos. Las estrategias inclu-
yen tratados internacionales y acciones por parte de
organizaciones multinacionales, tales como la Organi-
zación para la Cooperación Económica y el Desarrollo
y la Organización de Estados Americanos, «esfuerzos por
convencer a los países de la necesidad de sancionar los
sobornos fuera de sus fronteras», y el desarrollo de códi-
gos empresariales de conducta. El Banco debería apoyar
tales esfuerzos internacionales para limitar la corrupción
e impulsar los esfuerzos internacionales para establecer
estándares presupuestarios, de «contabilidad» y de lici-
tación y contratación.

Los proyectos de becas y préstamos deberían cen-
trarse cada vez más en crear un ambiente favorable para
el crecimiento compartido y el alivio de la pobreza. El
Banco Mundial tiene la experiencia en reforma guber-
namental, pero su trabajo necesita ser evaluado por las
lecciones que puede proporcionar. Los proyectos debe-
rían diseñarse de tal forma que los empleados de cada
país trabajaran junto con el personal del Banco Mun-
dial para aislar los problemas más graves y diseñar solu-
ciones en línea con las posibilidades establecidas en ge-
neral más arriba. El Banco debió seleccionar a unos
cuantos países con gobiernos que apoyan y trabajar con
ellos para diseñar programas que sirvan de ejemplo para
el futuro. El Banco no debería apoyar aquellas reformas
menores que benefician a los autócratas corruptos.

Al Banco Mundial le preocupan los proyectos que no son su-
ficientemente «propiedad» de países que los toman prestados. La
concentración en la materia de corrupción da un toque irónico a
esa preocupación. «La propiedad» en los puestos altos no es de-
seable si el patronazgo y la corrupción son comunes o si los pro-
yectos ayudan a mantener tales regímenes en el poder. En tales
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casos no es muy probable que los proyectos con el mayor poten-
cial de «propiedad» se dirijan a los más pobres o en general a los
objetivos de desarrollo. Dado que el Banco Mundial es una insti-
tución de desarrollo, debería tratar de contrarrestar las distorsio-
nes introducidas por los deseos de los líderes y de sus patrones

para amasar riquezas para ellos mismos. Ayudar a los países a
desarrollar estrategias anticorrupción puede tanto mejorar la le-
gitimidad y la efectividad de los gobiernos como ayudar en el
desarrollo, haciendo más fácil fijar proyectos que hagan frente a
la pobreza y faciliten el crecimiento compartido.

Notas

Artículo traducido por Cristina ALBA MUÑOZ.
* Professor of Law and Political Science. Yale University. Las ideas presentadas en
este trabajo han sido ampliamente desarrolladas en mi libro Corruption and
Government: Causes, Consequences and Reform, Cambridge University Press, 1999.Tra-
bajo preparado para la Conferencia Anual sobre el Desarrollo de la Economía del
Banco Mundial, Washington, D.C., 30 de abril y 1 de mayo, 1997. Los hallazgos,
interpretaciones y conclusiones expresados en este trabajo son enteramente los de su
autora. No representan necesariamente los puntos de vista del Banco Mundial, o los
de sus Directores Ejecutivos, ni los de los países que representan.
1 MAURO (1995, 1997) demuestra que los altos niveles de corrupción se asocian a
bajos niveles de inversión como parte del GDP en varios países. Un mejor estándar
(2.4) en el índice de corrupción se asocia con un aumento de más de un 4 por ciento
en el índice de inversión y un aumento de más de medio porcentaje de punto en el
índice de crecimiento anual per cápita GDP (MAURO, 1997).
2 Un índice del nivel de riesgo en la inversión de un país, basado en once factores
del Índice de Negocios Internacional (incluido el índice de corrupción), se asoció
con los índices de inferior inversión y los índices de menor crecimiento (MAURO,
1995). KEEFER y KNACK (1995) descubren que un índice sobre la cualidad de las
instituciones gubernamentales es un factor determinante de la inversión y el creci-
miento de gran importancia.
3 Los datos proceden de Grupo para la Reforma de los Precios, que forma parte del
Instituto de Finanzas y Comercio, de la Academia de Ciencias Sociales de China.
Publicado en Zhongguo Wujia (China Price) October 1990, Beijing.
4 Las entrevistas con hombres de negocios en Europa Oriental y Rusia indican que
a menudo se necesita realizar dichos pagos para obtener el crédito. (DEM MELO,
OFER, y SANDLER, 1995; WEBSTER, 1993; WEBSTER y CHARAP, 1993). En Líbano
un estudio similar reveló que los préstamos no estaban a disposición de la gente sin
el pago previo de sobornos (YABRAK y WEBSTER, 1995).
5 Un estudiante de programas de microfinanzas, Marguerite ROBINSON, descubrió
que aquellos programas que proporcionan un crédito por debajo del valor de merca-
do a los pobres de las zonas rurales, a menudo eran corruptos y sólo proporcionaban
ayuda a las élites («New Bank Lends Support to Vietnam’s Rural Poor», Reuters
World Service, 18 de agosto 1995.)
6 Estudios promocionados por el Banco Mundial respecto de hombres de negocios
de Pakistán y Ucrania indican que existe una gran variabilidad entre empresas (ROSE-
ACKERMAN y STONE, 1997).
7 El ministro fija un objetivo de ingresos, una tabla de responsabilidad nominal por
el impuesto, y el índice de ingresos del recaudador de impuestos. La corrupción
otorga a los recaudadores de impuestos un incentivo para buscar el ingreso del im-

puesto y se tolera siempre que el recaudador entregue una cantidad igual al objetivo
de ingresos (FLATTERS y MACLEOD, 1995).
8 La inseguridad juridical y reguladora se menciona a menudo por los hombres de
negocios entrevistados en los estudios en el mundo desarrollado (Economisti
Associati, 1994; STONE; 1995; WEBSTER, 1993; WEBSTER y CHARAP, 1993);
PRITCHETT y SETHU (1994) muestran cómo los índices de tarifas superiores se aso-
cian con recaudaciones proporcionalmente menores y una mayor variación en los
índices que se pagan.
9 Si se asume que las burocracias estatales están hechas de forma ineficiente, y que
el grado de regulación o de impuestos que imponen es excesivo, surgen tres posibles
beneficios de la corrupción» (Oxford Analytica, 1996) Los sobornos pueden permi-
tir que los proyectos más beneficiosos vayan a la cabeza, pueden limitar una regula-
ción excesiva, y reducir el pago del impuesto.
10 Dicha ley es la Ley de Prácticas Corruptas Extranjeras, 15 U.S.C. 78m (b) & (g)-
(h), 78dd-1, 78dd-2, 78ff (a) & (c) (1988 & Supp. IV1992). Ver PENDERGAST (1995).
11 Ver COOLIDGE y Rose ACKERMAN (1996). Sobre la orientación de la corrupción
de las concedentes de madera en Malasia, ver VINCENT y BINKLEY (1992). DEACON

(1996) señala que la inseguridad en la propiedad y los débiles derechos de propie-
dad están negativamente asociados a los índices de desforestación.
12 Por ejemplo, las compañías implicadas en la privatización de la electricidad y las
telecomunicaciones en Malasia se quejaron de que el gobierno seguidamente admi-
tió a competidores adicionales con fuertes lazos políticos. Financial Times, 13 de
octubre de 1995.
13 De acuerdo con un inglés que vivía en Egipto en los años 1820, las decisiones
judiciales se veían influenciadas por el rango de los partidos o por el soborno de
cualquiera de ellos. «En algunas ocasiones, especialmente en los procesos judiciales
largos, se dan sobornos por cada una de las partes procesales, y se emite una decisión
a favor de aquel que haya pagado el soborno superior» (JOHNSON, 1991: 686).
14 De acuerdo con el gobierno ruso, 269 hombres de negocios y financiadores fue-
ron asesinados en 1995 en asesinatos similares a ejecuciones (The Economist, 9 de
noviembre de 1996).
15 Un proyecto promocionado por un USAID redujo el número de puntos de vigi-
lancia sobre las extraciones de sobornos a lo largo de las rutas de la cebolla en Niger.
Desafortunadamente, el resultado final fue un aumento de los pagos y de los niveles
de impuestos en Coté d’Ivoire ya que las cebollas acercaron los mercados de alimen-
tos de Abidjan (ROGERS e IDDAL, 1996).
16 El status de Botswana es el de un país africano relativamente limpio. Puede pro-
venir del compromiso de sus líderes por un funcionariado profesional y bien pagado
(RAPHAELI, ROUMANI y MACKELLER, 1984).
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